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Magistrada Ponente: ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

ACTA No. 0123 del 18 de Noviembre de 2009

ASUNTO

Procede la Judicatura a resolver la impugnación interpuesta por la apoderada de la señora ALBA LUCÍA HOYOS GÓMEZ, contra la sentencia proferida el día 20 de octubre de 2.009, por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito, dentro del proceso reseñado en la referencia: 

I. LA DEMANDA
1. Pretensiones:

Que se ordene a las entidades tuteladas, proceder a aceptar el traslado que solicitó la señora Alba Lucía Hoyos Gómez, de la Administradora del Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad CITICOLFONDOS a la del Régimen de Prima Media con Prestación Definida administrada por el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES.
II. IDENTIFICACIÓN DE LAS PARTES

1. Accionante:

Se trata de la señora Alba Lucía Hoyos Gómez, mayor de edad, identificada con cédula de ciudadanía No. 24.957.391 expedida en Pereira 
2. Accionadas:

Se trata de la Empresa Industrial y Comercial del Estado del orden nacional, Instituto de Seguros Sociales, Seccional Risaralda, representada por su Gerente Gustavo Orrego Giraldo y de la Administradora de Fondos de Pensiones CITI COLFONDOS S.A. 

III. DE LOS DERECHOS QUE SE INVOCAN COMO VULNERADOS
Se invoca la tutela de los derechos fundamentales al debido proceso en conexidad con el de la seguridad social enmarcado como el de la libre escogencia de fondo de pensiones.

IV. ANTECEDENTES

1. Hechos Jurídicamente Relevantes:

Manifiesta la accionante por medio de su apoderada judicial que el día 19 de agosto de la presente anualidad, radicó ante el Departamento Comercial del Instituto de Seguros Sociales, derecho de petición con el fin de que allí se autorizara el traslado del Fondo de Pensiones CITI COLFONDOS, al administrado por esa entidad, teniendo en cuenta que es beneficiaria del régimen de transición.

Asimismo, el 20 de Agosto de 2009 solicitó en los mismos términos a la AFP CITI COLFONDOS, el traslado de régimen al del Instituto de Seguros Sociales.
Que ante la falta de respuesta por parte de las entidades hoy tuteladas dentro del término que disponían para ello, el día 11 de septiembre de 2009, presentó acción de tutela que correspondió al Juzgado Primero Laboral del Circuito de esta ciudad, quien decidió tutelar el derecho fundamental de petición en conexidad con el de la seguridad social. 

Que mediante Oficio DAC-AT-9659.099 del 02 de septiembre pasado, la AFP CITI COLFONDOS, le informó que el traslado de sus aportes al Instituto de Seguros Sociales, “no es viable de acuerdo con lo estipulado en el Decreto 3800, ya que le faltan menos de 10 años para cumplir la edad de jubilación”; argumento que no se ajusta a la doctrina y a la jurisprudencia, toda vez que contraviene el régimen de transición contemplado en el Artículo 36 de la Ley 100 de 1993 como derecho adquirido, que le permite retomar en cualquier momento el régimen de reparto simple, y disfrutar de los beneficios otorgados por este.

V. CONTESTACIÓN A LA DEMANDA

Avocado el conocimiento, se informó a cada una de las entidades accionadas, frente a lo cual el Instituto de Seguros Sociales decidió no ejercer su derecho de defensa.

Por su parte la AFP CITI - COLFONDOS allegó escrito en el que expresa que de conformidad con las normas vigentes en materia de Seguridad social y en particular con el traslado entre uno y otro régimen, las personas que se encuentren vinculadas al Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad, a las que les faltare menos de 10 años para cumplir la edad mínima para pensionarse, no podrán trasladarse al Régimen de Prima Media con Prestación Definida, a menos que a 1° de abril de 1994, acrediten 15 o más años de servicio, de otra parte afirma que hasta el momento el Instituto de Seguros Sociales no ha enviado solicitud del traslado de régimen respecto de la accionante, entidad que decidirá la procedencia o no de dicho traslado, de acuerdo con la información que sobre el valor de la cuenta de ahorro individual, allegue Citi Colfondos.

VI. LA PROVIDENCIA IMPUGNADA 

Mediante providencia del 20 de octubre de 2009 (fls. 37 y s.s.), la funcionaria de primera instancia negó la protección constitucional aduciendo que en este caso no se presentó la vulneración de los derechos constitucionales de la accionante, toda vez que si bien era beneficiaria del régimen de transición, en el instante en que decidió cambiar de régimen pensional perdió los derechos y prerrogativas que la cobijaban, y que ya no es posible recuperarlos por encontrarse dentro de las limitaciones que en materia de traslado entre un régimen pensional y otro consagran las normas, en consecuencia sus pedimentos no pueden ser atendidos por este medio de protección constitucional, en virtud del principio de proporcionalidad. 

VII. FUNDAMENTOS DE LA APELACIÓN

La apoderada judicial de la accionante centra su inconformidad considerando que la AFP CITI COLFONDOS ha vulnerado el derecho fundamental a la Seguridad Social, al negarle el traslado al régimen de prima Media con Prestación Definida, sin tener en cuenta que los requisitos para acceder a la transición contenida en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, son disyuntivos, es decir que bien pudo arribar a la edad allí establecida o acreditar 15 años de servicio, sin embargo las dos exigencias fueron acreditadas, aunque al momento de fallar se hubiera desconocido las cotizaciones efectuadas al Instituto de Seguros Sociales. 

VIII. CONSIDERACIONES

1. Problema Jurídico por resolver:
El asunto bajo estudio plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

a. ¿Existe vulneración a los derechos fundamentales de una persona cuando los fondos de pensiones se niegan a realizar un traslado  de régimen pensional argumentando para ello, imposibilidad legal por el no cumplimiento de los requisitos exigidos por la ley por parte de la interesada?
Las pretensiones de la accionante están encaminadas única y exclusivamente a que se ordene a las entidades accionadas autorizar su regreso al Régimen de Prima Media con Prestación Definida.

En primer lugar debe manifestarse que el recuento normativo y jurisprudencial realizado por la a-quo para describir las consecuencias jurídicas que generan los traslados efectuados entre regímenes pensionales, además de ser bastante completo, resulta ser acertado tal y como lo ha expresado esta Corporación en múltiples ocasiones
; así que nos abstendremos de traerlas nuevamente a colación con el fin de evitar dilaciones innecesarias en el proferimiento de la presente providencia.

Así que, para determinar si la decisión adoptada por la funcionaria de primera instancia fue acertada, debe analizarse detenidamente si la accionante fue beneficiaria del régimen de transición establecido en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, por tiempo de servicios y/o por edad.
 
Para ello, debemos remitirnos al material probatorio adosado al infolio, dentro del cual se observa que no milita historia laboral de la accionante con la cual se pueda determinar con exactitud el monto de las cotizaciones efectuadas por ella con anterioridad al 1° de abril de 1994, así que, con el fin de superar esa dificultad, la Sala tendrá en cuenta el monto declarado por la AFP CITICOLFONDOS al dar respuesta a la presente acción, en la que se indica que la accionante cuenta con 2330 días o 6,47 años de cotizaciones hasta el año 1997, inclusive con posterioridad al 01.04.1994, lo que indica que incluso las cotizaciones pueden ser inferiores a ese guarismo.
Ahora bien, debe manifestarse que no son de recibo los argumentos expuestos por la apoderada de la accionante en el escrito de impugnación cuando censura el monto de las cotizaciones declarado por CITICOLFONDOS -2330 días-, esbozando que por el contrario dicho monto supera los 20 años de servicio, teniendo en cuenta que la afiliación al sistema pensional lo fue desde el año 1973 tal y como consta en el formulario visible a folio 17; porque la mera afiliación no conlleva obligatoriamente el pago de cotizaciones y además porque ello tampoco garantiza que se hayan realizado cotizaciones de manera ininterrumpida hasta el año 1994 y, específicamente hasta el 31 de marzo de 1994.
Con lo anterior se pretende resaltar que era deber de la accionante probar que es beneficiaria del régimen de transición establecido en la ley de seguridad social, conforme al monto de cotizaciones o años de servicio y no sólo por edad pues es evidente que por edad le asiste el régimen de transición y, consecuente con ello, demostrar que si bien perdió los beneficios de la transición por haberse trasladado al Régimen de Ahorro Individual, tenía la posibilidad de recuperar tales beneficios regresando nuevamente al Régimen de Prima Media conforme lo tiene establecido la jurisprudencia.
Sin embargo, como la señora Alba Lucía Hoyos Gómez, no acreditó en esta acción que es beneficiaria del régimen de transición por tiempo de servicios y además le faltan menos de 10 años para pensionarse –incluso en la actualidad ya cuenta con la edad requerida para ello-, no es posible a través de este medio, ordenar el regreso al Régimen de Prima Media con Prestación Definida administrado por el Instituto de Seguros Sociales, como lo sentenció la funcionaria de primer grado.
Así las cosas, la Sala confirmará en su integridad la sentencia objeto de revisión, sin perjuicio de que a través de la acción ordinaria donde puede ampliamente debatirse probatoriamente los hechos que sustentan el presente litigio, el juez laboral decida lo pertinente. 

Corolario de lo anterior, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, en nombre del Pueblo y por autoridad de la Constitución

VII. RESUELVE 

PRIMERO: CONFIRMAR en todas sus partes la sentencia impugnada, pero por las razones expresadas en esta providencia.
SEGUNDO: Notifíquese la decisión por el medio más eficaz.

TERCERO: Remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, conforme al artículo 31 del Decreto 2591 de 1991.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los magistrados, 

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

HERNÁN MEJÍA URIBE

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

(Impedido)

CONSUELO PIEDRAHÍTA ALZATE

Secretaria

�Sentencia del 14 de septiembre de 2009, Acta No. 0112, Dte: Gladys Stella Ramírez Camargo, Ddo: ISS, M.P. Dr. Francisco Tamayo Tabares. Sentencia del 17 de Septiembre de 2009. Acta N° 060. Dte. Gustavo de J. Lobo Quintero Ddo: ISS. M.P. Ana Lucía Caicedo Calderón.
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